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I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
22128 Ley 31/2022, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 

el año 2023.

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.

Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente ley:

PREÁMBULO

I

Los Presupuestos Generales del Estado fundamentan su marco normativo básico en 
nuestra Carta Magna, la Constitución Española de 27 de diciembre de 1978, así como en 
la Ley General Presupuestaria y en la Ley Orgánica de Estabilidad Presupuestaria 
y Sostenibilidad Financiera.

El Tribunal Constitucional ha ido precisando el contenido posible de la ley anual 
de Presupuestos Generales del Estado y ha venido a manifestar que existe un contenido 
necesario, constituido por la determinación de la previsión de ingresos y la autorización de 
gastos que pueden realizar el Estado y los Entes a él vinculados o de él dependientes en 
el ejercicio de que se trate. Junto a este contenido necesario, cabe la posibilidad de que 
se añada un contenido eventual, aunque estrictamente limitado a las materias o cuestiones 
que guarden directa relación con las previsiones de ingresos, las habilitaciones de gasto o 
los criterios de política económica general, que sean complemento necesario para la más 
fácil interpretación y más eficaz ejecución de los Presupuestos Generales del Estado y de 
la política económica del Gobierno.

Por otra parte, el Tribunal Constitucional señala que el criterio de temporalidad no 
resulta determinante de la constitucionalidad o no de una norma desde la perspectiva de 
su inclusión en una Ley de Presupuestos. Por ello, si bien la Ley de Presupuestos puede 
calificarse como una norma esencialmente temporal, nada impide que accidentalmente 
puedan formar parte de la misma, preceptos de carácter plurianual o indefinido.

De otro lado, en materia tributaria, el apartado 7 del artículo 134 de la Constitución 
dispone que la Ley de Presupuestos no puede crear tributos aunque sí modificarlos cuando 
una Ley tributaria sustantiva así lo prevea.

Las materias que queden al margen de estas previsiones son materias ajenas a la Ley 
de Presupuestos Generales del Estado. De esta forma, el contenido de la Ley está 
constitucionalmente acotado –a diferencia de lo que sucede con las demás Leyes, cuyo 
contenido resulta, en principio, ilimitado– dentro del ámbito competencial del Estado y con 
las exclusiones propias de la materia reservada a Ley Orgánica.

Consecuentemente, la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2023 regula 
únicamente, junto a su contenido necesario, aquellas disposiciones que respetan la 
doctrina del Tribunal Constitucional sobre el contenido eventual.

El año 2021 estuvo marcado por la recuperación económica tras la pandemia de 
la COVID-19. En 2022 este proceso de recuperación y crecimiento económico se está 
viendo afectado por la invasión de Ucrania por parte de Rusia, que ha alterado 
considerablemente el contexto geopolítico y económico. El conflicto bélico ha impactado 
de lleno en las perspectivas económicas de la Unión Europea en términos de menor 
crecimiento económico y mayor inflación e incertidumbre. En nuestro país, los primeros cv
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sectores; de seguros privados; de planes y fondos de pensiones; del ámbito tributario y de 
litigios fiscales, de la siguiente forma:

Uno.  Se modifica el apartado 2 del artículo 72, que queda redactado como sigue:

«2.  Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 59.2, en los contratos sujetos a la 
presente ley, si la entidad contratante tuviera indicios fundados de conductas 
colusorias en el procedimiento de contratación en el sentido definido en el artículo 1 
de la Ley 15/2007, de 3 de julio, los trasladará con carácter previo a la adjudicación 
del contrato a la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia o, en su caso, 
a la autoridad de competencia autonómica correspondiente.  Una vez realizada esta 
comunicación, se procederá de conformidad con lo establecido en el artículo 150.1 de 
la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se 
transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y 
del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.»

[…]

El resto del artículo mantiene la misma redacción.
Dos.  Se modifica el apartado 1 del artículo 112, que queda redactado como sigue:

«1.  Las modificaciones contractuales se acordarán en la forma que se hubiese 
especificado en los pliegos de condiciones.

Será de aplicación a los contratos celebrados por entidades contratantes que 
tengan la consideración de poderes adjudicadores los supuestos que la Ley 9/2017, 
de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público regula como supuestos que no 
tienen la consideración de modificaciones, en los términos previstos en el 
artículo 242.4 de dicha Ley.

En todo caso las modificaciones no previstas en los pliegos de condiciones a que 
se refiere el artículo 111, cuando afecten a contratos, cuyo importe sea igual o superior 
a 6.000.000 de euros, de entidades contratantes que merezcan la consideración de 
poder adjudicador y su cuantía, aislada o conjuntamente, sea superior a un 20 por 
ciento del precio inicial del contrato, IVA excluido, requerirán la previa autorización del 
Departamento ministerial al que esté adscrita o corresponda la tutela de la entidad 
contratante, previo dictamen preceptivo del Consejo de Estado.»

[…]

El resto del artículo mantiene la misma redacción.
Tres.  Se modifica la disposición final decimosexta, que queda redactada como sigue:

«1.  El presente real decreto-ley entrará en vigor el día siguiente al de su 
publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

2.  No obstante lo anterior, el libro primero, las disposiciones adicionales 
primera, segunda, tercera, cuarta, quinta, sexta, séptima, octava, novena, décima, 
decimosexta y decimoséptima; la disposición transitoria primera y el apartado 
primero de la disposición derogatoria única, entrarán en vigor a los veinte días de su 
publicación en el «Boletín Oficial del Estado», a excepción del artículo 126, que lo 
hará al día siguiente de la referida publicación.

3.  Los apartados dos, tres, cuatro, cinco, seis, siete, ocho y nueve del 
artículo 214; los apartados dos, tres, cuatro y cinco del artículo 216 y la disposición 
transitoria séptima, entrarán en vigor el 1 de marzo de 2020.»

Disposición final trigésima primera.  Modificación del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de 
diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes para la modernización de la 
Administración Pública y para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación 
y Resiliencia.

Con efectos desde la entrada en vigor de esta ley y vigencia indefinida se modifica el 
Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes cv
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para la modernización de la Administración Pública y para la ejecución del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia, de la siguiente forma:

Uno.  Se añade un apartado 6, nuevo, al artículo 37, que queda redactado como sigue:

«6.  Los ingresos derivados de los reintegros que se produzcan en el marco del 
Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia podrán dar lugar, con 
independencia del momento temporal en el que se produzcan, a generaciones, con 
la finalidad de reponer el crédito, en los presupuestos de las entidades que hubieran 
realizado los pagos que son objeto de reintegro.

La aprobación de las generaciones de crédito corresponderá al titular del 
Ministerio de Hacienda y Función Pública.»

Dos.  Se da nueva redacción al artículo 41, que queda redactado como sigue:

«1.  Los compromisos de gasto de carácter plurianual que se contraigan con 
cargo a los créditos vinculados con el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia se 
regirán por lo dispuesto en este artículo, no resultando de aplicación los límites y el 
número de anualidades previstos en el artículo 47 de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria. Con cargo a estos créditos, se podrán adquirir 
compromisos de gastos que hayan de extenderse a ejercicios posteriores a aquel 
en que se autoricen, siempre que no se superen los límites y anualidades fijados en 
el número siguiente.

2.  El número de ejercicios posteriores a los que pueden aplicarse los gastos 
no será superior a tres, sin que se puedan extender más allá del ejercicio 2026. 
El gasto que se impute a cada uno de los ejercicios posteriores no podrá exceder 
de la cantidad que resulte de aplicar al crédito presupuestario a que corresponda 
la operación los siguientes porcentajes: en el ejercicio inmediato siguiente, el 70 
por ciento, en el segundo ejercicio, el 60 por ciento, y en el tercero, el 50 por 
ciento.

3.  El Gobierno, en casos especialmente justificados, podrá acordar la 
modificación de los porcentajes anteriores, incrementar el número de anualidades o 
autorizar la adquisición de compromisos de gastos que hayan de atenderse en 
ejercicios posteriores en el caso de que no exista crédito inicial. A estos efectos, la 
Ministra de Hacienda y Función Pública, a iniciativa del ministerio correspondiente, 
elevará al Consejo de Ministros la oportuna propuesta, previos informes de la 
Dirección General de Presupuestos y de la Dirección General del Plan y del 
Mecanismo de Recuperación y Resiliencia.

4.  Los compromisos plurianuales que se adquieran están limitados por la 
programación plurianual de recursos presupuestarios que, conforme a la distribución 
temporal de cumplimiento de hitos y objetivos del Mecanismo de Recuperación y 
Resiliencia, se precisen para la ejecución de las medidas en que participen los 
órganos gestores.

5.  Los compromisos a que se refiere este artículo deberán ser objeto de 
contabilización separada.

6.  Las anualidades a imputar al presupuesto corriente que correspondan al 
ejercicio que se inicia de compromisos de gasto de carácter plurianual contabilizados 
en años anteriores se imputarán a los créditos autorizados vinculados al Mecanismo 
de Recuperación y Resiliencia en el presupuesto de dicho ejercicio.

Cuando en el citado presupuesto corriente no hubiera crédito suficiente para 
imputar dichas anualidades a los créditos vinculados al Mecanismo de Recuperación 
y Resiliencia del Departamento ministerial u Organismo, se seguirá el procedimiento 
previsto en el artículo 47 bis y en la Disposición adicional decimonovena de la 
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.»
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Tres.  Se da nueva redacción al artículo 42, que queda redactado como sigue:

«A los efectos previstos en el apartado a) del artículo 58 de la Ley 47/2003, de 26 
de noviembre, General Presupuestaria, podrán incorporase a los créditos del ejercicio 
los remanentes de los créditos, que amparen gastos autorizados, dotados en el 
servicio «Mecanismo de Recuperación y Resiliencia» de cada sección, así como en 
el resto de los créditos vinculados al Mecanismo de Recuperación y Resiliencia 
consignados en los presupuestos de gastos de las entidades con presupuesto 
limitativos y los créditos dotados en el Ministerio de Sanidad en su servicio 51 ‘‘Ayuda 
a la recuperación para la cohesión y los territorios de Europa (React-EU)’’.

Adicionalmente y con la finalidad de garantizar la realización de los hitos y 
objetivos fijados en cumplimiento de lo previsto en el Reglamento (UE) 2021/241 del 
Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de febrero de 2021, los créditos que no 
fueron retenidos o autorizados, es decir los saldos de crédito, se podrán incorporar 
siempre que se hubieran aprobado, con cargo a estos créditos, gastos plurianuales 
y de tramitación anticipada en ejercicios anteriores.

Las incorporaciones de crédito previstas en este artículo se realizarán 
adaptándose a la estructura del presupuesto vigente.

A las incorporaciones de crédito anteriores, que afecten al presupuesto del Estado, 
no les será de aplicación respecto de su financiación lo establecido en los artículos 50 
y 58 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, financiándose con Deuda Pública.

Las incorporaciones de crédito en el presupuesto de los organismos autónomos, 
entidades de la Seguridad Social y el resto de entidades con presupuesto de gastos 
limitativo únicamente podrán realizarse con cargo a la parte del remanente de tesorería 
que al final del ejercicio anterior no haya sido aplicada al presupuesto del organismo.»

Disposición final trigésima segunda.  Modificación de la Ley 19/2021, de 20 de diciembre, 
por la que se establece el ingreso mínimo vital.

Con efectos desde la entrada en vigor de esta ley y vigencia indefinida se modifica la 
Ley 19/2021, de 20 de diciembre, por la que se establece el ingreso mínimo vital, de la 
siguiente forma:

Se da añade una disposición transitoria novena, nueva, con la siguiente redacción:

«Disposición transitoria novena.  Incompatibilidad de las pensiones asistenciales 
reguladas en la Ley 45/1960, de 21 de julio, con nuevos reconocimientos de la 
prestación económica del ingreso mínimo vital.

Desde  1 de enero de  2023 la condición de beneficiario de la prestación 
económica del ingreso mínimo vital será incompatible con las pensiones 
asistenciales reguladas en la Ley 45/1960, de 21 de julio, por la que se crean 
determinados Fondos Nacionales para la aplicación social del Impuesto y del 
Ahorro, y suprimidas por la Ley  28/1992, de  24 de noviembre, de Medidas 
Presupuestarias Urgentes, que aún sigan percibiéndose.

A estos efectos, las pensiones asistenciales a las que se refiere el párrafo 
anterior quedarán extinguidas cuando se reconozca a sus beneficiarios, a partir 
del 1 de enero de 2023, la prestación del ingreso mínimo vital, ya sea a título 
individual o como integrantes de una unidad de convivencia. La pensión asistencial 
se exceptuará del cómputo de ingresos y patrimonio al objeto de determinar el 
derecho a la prestación de ingreso mínimo vital así como, en su caso, su cuantía.

La extinción de la pensión asistencial tendrá efectos en la misma fecha en que 
tenga efectos económicos la prestación económica del ingreso mínimo vital.»

Disposición final trigésima tercera.  Modificación de la Ley 16/2022, de 5 de septiembre, 
de reforma del texto refundido de la Ley Concursal, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, para la transposición de la Directiva (UE) 2019/1023 cv
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